
 

DESMOVILIZACIÓN PARAMILITAR E INSEGURIDAD URBANA EN COLOMBIA 

 

 

 

 

 

LUIS HUMBERTO LOPEZ BECERRA 

AUTOR  

 

 

LUIS GABRIEL FERRER 

ASESOR  

 

 

 

UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA 

FACULTAD DE RELACIONES INTERNACIONALES, ESTRATEGIA Y SEGURIDAD 

DIRECCIÓN DE POSGRADOS – FARIES  

ESPECIALIZACIÓN EN ADMINISTRACIÓN DE LA SEGURIDAD 

BOGOTÁ, NOVIEMBRE 2013 

 

 



 

RESUMEN 

El presente documento, ayuda a establecer el origen de las bandas criminales emergentes, 

identificando sus propósitos  y determinando si el gobierno ha tenido una respuesta eficaz para 

combatirlas. Se proponen los siguientes temas: El desarrollo del proceso de desmovilización 

paramilitar durante el periodo 2003-2006 como precedente del origen de las Bandas Criminales 

Emergentes, Neoparamilitarismo, Incumplimiento del gobierno en algunos compromisos 

adquiridos, Rechazo por parte de la sociedad hacia los desmovilizados, Temor de los 

empresarios hacia generar empleo a los desmovilizados, Bandas criminales  como continuidad de 

los paramilitares, Grupos Disidentes, Rearmados y Emergentes, Principales ciudades donde 

operan las Bacrim, Extorción, Microtrafico, Prostitución, Robo de vehículos, Secuestro     local, 

Cooptación de bandas, Bandas criminales que en momento están operando, Subcontratación de 

delincuencia común y bandas juveniles, Cambio en el nivel de operatividad, Problemas para 

poder combatir el fenómeno Bacrim, No se está utilizando los indicadores adecuados para las 

mediciones, Estadística de delincuentes capturados. 
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INTRODUCCION 

Es interesante el poder entender por qué Colombia ha sufrido un conflicto armado por más de 

cincuenta años cuyos principales miembros han sido el Estado colombiano, las guerrillas de 

izquierda y los grupos paramilitares o Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) de derecha. 

Durante este periodo el conflicto ha pasado por varias etapas de intensidad asociadas en algunos 

casos a las políticas de los gobiernos vigentes de la época, los cuales, a partir de la propuesta de 

normas legales han buscado diferentes alternativas para llegar a un cese de la guerra. Una de 

estas alternativas ha intentado facilitar el dialogo para la vinculación a la vida civil a grupos 

armados organizados al margen de la Ley; El Programa de desmovilización creado en 1999 para 

reinsertar a la vida civil a los miembros de las organizaciones armadas al margen de la ley sin 

necesidad de esperar un proceso de paz, es un antecedente al proceso de desmovilización, 

desarme y reinserción (DDR) de las AUC llevado a cabo durante el periodo de 2003-2006 en el 

gobierno del expresidente Álvaro Uribe Vélez, el cual se incluyó como un tema clave de la 

política de Seguridad Democrática (Guerra, Galindo y Guzmán, 2008). El proceso de DDR 

estuvo regulado por un marco jurídico que contempla la Ley 782 de 2002 y los decretos 128 de 

2003, 3360 de 2003 y 2767 de 2004.  

 

     Desde agosto de 2002 y hasta enero de 2010 se han desmovilizado 52.403 personas, 31.671 

procedentes de grupos paramilitares que dejaron las armas de manera colectiva. Dado el papel de 

las autodefensas en la historia de violenta de Colombia, el éxito de la DDR resulta ser importante 

para el futuro de la seguridad del país.  

 



     Un estudio realizado por el Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos (CERAC) en el 

que se analiza el impacto de la DDR paramilitar, muestra que a la fecha del estudio (con 37 

desmovilizaciones) la desmovilización promedio reduce la tasa de homicidio en un 13% en el 

área de operación del grupo desmovilizado. Un cálculo adicional indica que dado el efecto 

acumulativo de todas las movilizaciones a la fecha del estudio, se habrían prevenido entre 1400 y 

2800 homicidios desde que iniciaron, lo cual, significa que el DDR ha podido traer importantes 

beneficios para el país (Spagat, 2006). No obstante los resultados en término de homicidios del 

estudio anterior, existe evidencia que demuestra que las estructuras paramilitares no cesaron sus 

actos desplazando sus operaciones hacia bandas criminales emergentes (BACRIM); Información 

de la Policía Nacional revela que entre el año 2001 y el mes de diciembre de 2009 han sido 

capturados 5.890 desmovilizados y han muerto 2.210. 

 

     Muchos paramilitares de los que se desarmaron en el proceso de desmovilización se están 

ahora rearmando para formar nuevos grupos delictivos, lo que está resultando en un renovado 

aumento de la inseguridad de la sociedad civil especialmente en las áreas urbanas del país. 

De acuerdo con lo anterior, se considera relevante el objeto de estudio del actual documento en 

relación al análisis de los efectos de las desmovilizaciones de las AUC sobre la seguridad de la 

sociedad civil en las principales áreas urbanas del país.  

 



 

DESMOVILIZACIÓN PARAMILITAR E INSEGURIDAD URBANA EN COLOMBIA 

 

EL DESARROLLO DEL PROCESO DE DESMOVILIZACIÓN PARAMILITAR 

DURANTE EL PERIODO 2003-2006 COMO PRECEDENTE DEL ORIGEN DE LAS 

BANDAS CRIMINALES EMERGENTES 

 

 

 

El Gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez que había desarrollado el proceso de 

desmovilización paramilitar entre el 2004, 2005 y 2006 que se proyectaba hasta el 2007, no 

aceptaba el termino de paramilitarismo, pues consideraba que el fenómeno se había reinsertado, 

por lo que consideraba que el paramilitarismo ya no era un problema para el país, por eso cuando 

comenzaron a surgir los fenómenos post desmovilización, el asumió la denominación de bandas 

criminales. La desmovilización termino con el bloque Calima el 13 de abril de 2006. El 



Gobierno nacional y las AUC firmaron el Acuerdo de Santafé de Ralito, el 15 de julio del 2003, 

que establecía el compromiso de desmovilización gradual de las autodefensas como grupo 

armado para el 31 de diciembre del 2005 (Bello Montes, catalina, 2009). En mayo del 2004 las 

partes firmaron una segunda versión del pacto, llamada Acuerdo de Santafé de Ralito II, que 

permitió el establecimiento de la zona de concentración. Los equipos autorizados por ambas 

partes dialogaron en el área establecida, con la protección de 400 miembros de las Fuerzas 

Armadas y de Policía, y monitoreados por una misión internacional de la Organización de 

Estados Americanos (OEA). Uno de los principales retos durante el proceso fue alcanzar el 

objetivo de desmovilizar los frentes paramilitares, ofrecerles una oportunidad de reintegrarse a la 

vida civil, protegiendo sus vidas, verificando el cese del fuego y manteniéndolos alejados del 

tráfico de drogas (International Crisis Group, 2003). La comunidad internacional decidió apoyar 

el proceso, pero solo si ofrecía una posibilidad real de alcanzar la verdad y la reparación para las 

víctimas. Adicionalmente, existe una fuerte evidencia que señala que el poder paramilitar no 

terminó con el proceso de desmovilización y, por el contrario, algunas de las más importantes 

estructuras aún mantienen el control territorial sobre la población y los negocios de rentas 

ilegales (International Crisis Group, 2006). 

 

     Del fenómeno de la desmovilización y de la falta de incorporación a la vida civil de quienes 

hacían parte de estos grupos armados, surgió el Neoparamilitarismo; los movimientos sociales 

continuaron insistiendo conjuntamente con los partidos políticos de izquierda en la persistencia 

del fenómeno paramilitar; como el comportamiento de estas bandas ya no obedecía a las viejas 

prácticas que habían utilizado los antiguos paramilitares, de establecer bloques, estructuras 

regionales, de una unidad de mando nacional; ese fenómeno que se había enraizado 



nacionalmente comenzó a denominarse por algunos sectores de los analistas como 

neoparamilitares. Los neo-paramilitares, tienen por objetivo principal mantener un orden social 

mafioso y unas fuentes de rentas que han heredado de sus predecesores paramilitares; por lo cual 

emplean todos los medios necesarios contra todo aquel que amenace ese estado de cosas: bien 

sea guerrillas, otros grupos criminales o el mismo Estado. Reconocer este principio es la única 

forma de hacerle frente a esta amenaza de una manera más efectiva; si bien, el gobierno nacional 

ha logrado perseguir con éxito a los líderes neoparamilitares, no se debe confiar, por lo que debe 

continuar con las ofensivas, puesto que las dinámicas cambian y los grupos se adaptan muy 

rápidamente a las estrategias que han sido diseñadas para combatirlos; demostrando que las 

organizaciones criminales neo paramilitares tienen componentes distintos de sus grupos 

armados, es decir relaciones con funcionarios estatales, miembros de la sociedad civil y sectores 

políticos y económicos que les permiten perpetuarse en el tiempo. 

 

     La reincidencia en actividades ilegales es posible ser atribuida a diferentes sucesos. En 

relación al incumplimiento del Gobierno nacional en ciertos compromisos adquiridos, algunos 

documentos que presentan  los fallos en el proceso de reintegración muestran que los beneficios 

de los programas de salud, educación y empleo solo han alcanzado al 40% de los excombatientes 

(Bello Montes, catalina, 2009);  algunos excombatientes han sido amenazados de muerte en caso 

de poner resistencia a la incorporación del nuevo grupo (Enzo, Nussio, 2009); y otra evidencia 

señala que entre el periodo comprendido entre los años 2004 y 2009, la ACR reportó la muerte 

de 1.700 miembros de las AUC, la mayoría de manera violenta. Por otra parte, los combatientes 

en determinadas ocasiones no encuentran estímulo para dejar las armas debido a las condiciones 

a los que se ven enfrentados al volver a la vida civil, existen casos en los cuales presentan 



traumas de guerra y no tienen ningún tipo de preparación para su inserción en la vida civil, en la 

mayoría de las ocasiones la sociedad los recibe con resentimientos y miedo o confusión. Al 

respecto, algunos vecinos desconfiados se han  pronunciaron, realizaron  protestas y mostraron 

su descontento frente a la llegada masiva de los reincorporados, quienes, sin previo aviso, se 

encontraron con dicha realidad sin estar preparados (Tovar Guerra, Claudia, 2008). Muchos 

desmovilizados fueron obligados a formar parte de estos grupos armados por muchos años de su 

vida, y cuando por fin pueden regresar a su hogar, son rechazados por su propia comunidad, que 

asumen que participaron en estos grupos  por voluntad propia. 

 

     Otra dificultad a la que se ven enfrentados los desmovilizados es al temor de los empresarios 

hacia emplearlos en sus organizaciones. Son pocas las empresas que se arriesgan a contrataros. 

De acuerdo con cifras de la Alta Consejería para la Reintegración, de los 32.000 miembros del 

proceso, 19.000 estaban  trabajando, pero de éstos, el 70% estaban en el sector informal 

(Montenegro Maya, Carlos Alberto, 2010). Además, una encuesta divulgada por la 

Confederación Colombiana de Cámaras de Comercio y publicada por la Revista Dinero en 2005 

muestra que  los empresarios tienen un compromiso bajo con el proceso de contratación de 

desmovilizados,  por lo menos el 42% de los encuestados manifestó que no le interesa contribuir 

con este proceso de reintegración a la vida civil (Montenegro Maya, Carlos Alberto, 2010). 

Debido a estas y otras razones, la existencia de grandes números de ex combatientes puede 

convertirse en un riesgo para la seguridad (Enzo, Nussio, 2009). 

 

 

 



 

ORIGEN DE LAS BANDAS CRIMINALES EMERGENTES 

 

 

 

Las Bandas Criminales Emergentes, también llamadas  Bacrim, es la denominación que 

identifica a las agrupaciones de crimen y narcotráfico organizado en Colombia. Su origen se 

atribuye a las desmovilizaciones de paramilitares durante el gobierno del presidente Álvaro 

Uribe Vélez. Estas organizaciones aunque tienen  herencia en antiguos grupos paramilitares “ya 

no tienen una intensión subversiva sino que están vinculadas a actividades ilegales como el 

narcotrafico y de extorción, en ocasiones actúan  en conjunto  o alianza con las guerrillas, 

cuando de intereses económicos se trata” (Guzmán, Diario O la política). 

 

     De acuerdo con consideraciones del analista Alejo Vargas, las Bacrim conforman redes de 

informantes y sicarios conectados  con otras redes, tienen conocimiento de la dinámica local, se 



relacionan e insertan en comunidades regionales, incluyendo  la política local. En este sentido, 

estas son una manera de crimen organizado que llega a amenazar  la seguridad pública y para 

hacer frente a ellas es necesario una acción integral del Estado que comprende: trabajo de 

inteligencia y contrainteligencia, justicia contra la corrupción y acción policial e 

interinstitucional
1
. 

 

     En relación al origen de estas estructuras, el Gobierno nacional consideró en primera instancia 

que este es un fenómeno típico de posconflicto en el que existen personas que se quedan y otras 

que continúan en el crimen. Además, destacó el cambio de comportamiento frente a los grupos 

paramilitares en el sentido de que las Bacrim ya no estaban uniformadas sino de civil, no usan 

armas de largo alcance sino de corto alcance, y a partir de lo anterior fue catalogado como 

crimen organizado o bandas criminales. No obstante, es importante destacar que bandas 

criminales es un concepto general en el que se pude incluir desde bandas de apartamenteros hasta 

grandes estructuras mafiosas como la de los rastrojo. 

 

     En la caracterización de las bandas criminales emergentes es posible encontrar tres diferentes 

grupos de procedencia de los integrantes. En primer lugar, el grupo de los disidentes 

denominados de esta manera debido que nunca se desmovilizaron, como las autodefensas de 

Martin llanos. En segundo lugar, el Grupo de los Rearmados se les denomino con este nombre 

porque se desmovilizaron y se rearmaron nuevamente, como el caso de cuchillo o Pirata en los 

llanos orientales. Y finalmente, Se denominó Emergentes a los que se componían de antiguos 

paramilitares, que por algunas prácticas no eran tan similares a los demás grupos. 

                                                           
1
 Guzmán, Janeth. Bacrim, paz y… ¿Farcrim? [en línea]; O la política ; [Fecha de consulta: 11 nov de 2013]; 

disponible en: http://www.olapolitica.com/content/bacrim-paz-y%E2%80%A6-%C2%BFfarcrim-1 
 

http://www.olapolitica.com/content/bacrim-paz-y%E2%80%A6-%C2%BFfarcrim-1


     Al considerar el alcance geográfico de la operación de estas bandas es posible observar que 

este es un fenómeno nacional que se acentúa en diferentes regiones del país, como es el caso del 

noroccidente colombiano, la región del catatumbo, un poco en el magdalena medio y en el sur 

del país. Las circunstancias más críticas se encuentran en el sur de Córdoba, el Bajo Cauca, el sur 

de Bolívar y Barrancabermeja (Enzo, Nussio, 2009). Pese al esfuerzo contundente de la Fuerza 

Pública por contrarrestar el silencioso avance de las bandas criminales (bacrim) en el país, no es 

mucho el terreno que se ha ganado. El panorama que revela un informe del Instituto de Estudios 

para la Paz (Indepaz) sobre la influencia y penetración de estos grupos delincuenciales no es 

esperanzador. De los 32 departamentos de Colombia, Amazonas y Vaupés son los únicos que se 

salvan de este fenómeno, que día a día preocupa más a los organismos de seguridad. El resto del 

país soporta su amenaza. Lo que empezó como pequeños grupos en territorios específicos donde 

se procesaba coca, se fue transformando en verdaderas maquinarias de guerra, ayudadas por las 

mafias del narcotráfico, con injerencia en el poder local, vía intimidación o vía infiltración en el 

Estado. Hoy se sabe que las bacrim operan en la tercera parte de los municipios de Colombia.     

      

     Una radiografía que fue expandiéndose a medida que una porción considerable de 

desmovilizados del paramilitarismo volvieron a sus andanzas, destrabaron sus conexiones 

ilegales y recuperaron su presencia militar. La expansión de bandas como „Los Rastrojos‟, „Los 

Paisas‟ y otras que delinquen en el sur del país, en los últimos cuatro años ha sido notoria. En 

2008 tenían presencia en 259 poblaciones. En 2009, en 278. Actualmente estas organizaciones, 

con cabecillas identificados y rutas de narcotráfico en la lupa de las autoridades, registran 

actividades en 347 municipios de los 1.102 del territorio nacional. En un año, según Indepaz, el 

Estado pudo expulsar a estas bandas de apenas 13 municipios.  



     Un ejemplo de cómo está distribuido el mapa del conflicto muestra que las Farc y las bandas 

criminales tienen sus zonas establecidas. Mientras la guerrilla hace presencia fuerte en Arauca, 

Guaviare, Caquetá, Norte del Cauca y Putumayo, las bacrim están en la costa Caribe, Antioquia 

y el Eje Cafetero. Sin embargo, tienen similar presencia en zonas de movilidad como por 

ejemplo Buenaventura, el Pacífico caucano o el nariñense. 

 

     Las actividades de este tipo de bandas criminales van desde extorción, microtráfico, pasando 

además por la prostitución, robo de vehículos, secuestro local. Estos grupos extorsionan el 

comercio, la producción agraria, la ganadería, desarrollan actividades como el microtrafico, la 

prostitución, el robo de vehículos, el secuestro local; hay un gran repertorio de actividades 

vinculadas a los neoparamiliatres y a estas bandas criminales. Algunos de estos grupos siguen 

haciendo persecución a grupos políticos o civiles, pero en su mayoría de estos grupos están en la 

construcción de vigorosas economías, insertando este capital a las economías convencionales, 

como la actividad ganadera, en la actividad comercial, agrícola y generando cierto tipo de 

testaferratos. En Ciénaga Magdalena el 90% de la población esta extorsionado, hasta las 

bicicletas pagan dinero por circular en el municipio. 

 

     Por otra parte, en cuanto al tamaño y la cantidad asociado a estas bandas criminales, es 

incierto el saber el número de delincuentes que conforman estos grupos, la Policía Nacional 

menciona alrededor de 2500, el DAS en su momento nombraba 4500 y el Observatorio de la 

Presidencia llega como a 6000. En el periodo comprendido entre el año 2006 al 2008 se 

formaron 101 estructuras de diferentes tamaños, desde los rastrojos inmensamente grandes has 

los machos con apenas 100 combatientes, pasando además por Águilas Negras. 



     Desde el 2008 comenzó un proceso de cooptación entre estas organizaciones, bajando de 101 

a 7 las bandas identificadas. Así, esta reducción no se atribuye a la desaparición de las estructura 

criminales sino a un proceso de cooptación entre ellas, por ejemplo la banda de los 40 fue 

cooptada por la de los mellizos y esta a su vez fue cooptada por la de los paisas y estos por los 

urabeños; así se llegó a las 7 grandes estructuras que hay en la actualidad. 

 

     Al considerar la operación de las Bacrim, se ha encontrado tres características que denotan un 

cambio en el nivel de operatividad de estas bandas con respecto a los paramilitares: no hay 

niveles de homicidio, no hay niveles de desplazamiento y no hay denuncia. Además, la violencia 

ya no es el primer recurso, “es el último”, ya no tienen los niveles traiciónales de intervención en 

una ciudad, ahora subcontratan; estas redes criminales en muchas ocasiones subcontratan a la 

delincuencia juvenil y a la delincuencia urbana (Ej. Caso de Cúcuta), con el fin de desarrollar 

actividades como lo son la venta de droga, el cobro de extorciones y la seguridad privada que 

garantizan la obtención de ingresos y evitan la exposición.  

 

     Se afirma que las tasas de delitos han variado significativamente durante el proceso de 

desmovilización (Bello Montes, catalina, 2009). Algunos documentos han analizado las 

variaciones del homicidio después del proceso de desmovilización, y uno de los principales 

hallazgos es que a pesar del descenso significativo de las tasas a nivel nacional, existen algunas 

zonas del país donde el homicidio se ha incrementado, y estas áreas coinciden precisamente con 

aquellas en donde se reporta la presencia de nuevos grupos armados (Comisión Nacional de 

Reparación y Reconciliación, 2007). En este sentido, es posible argumentar que el proceso de 

desmovilización pudo haber tenido un impacto en el descenso, pero como se ha mostrado en el 



documento, la presencia de nuevos grupos armados ha producido un ascenso en las tasas de 

homicidio a nivel regional en algunas zonas del país.  El  homicidio se encuentra estrechamente 

ligado al tráfico de drogas. De igual manera, varios autores han demostrado cómo los cultivos 

ilícitos y los grupos ilegales se encuentran en las mismas zonas del país, así como los mayores 

niveles de homicidio. Aun cuando la desmovilización de estos grupos es una de las razones que 

explican el descenso, no es la más importante. De hecho, los fallos en el proceso han conducido 

al incremento de este delito en algunas áreas del país.  

 

RESPUESTA POR PARTE DEL GOBIERNO PARA COMBATIR LAS BACRIM 

 

 

 

Se han identificado diversos problemas para poder combatir el fenómeno de las Bacrim 

asociados a las características mismas de la forma de operar; primero cuando un fenómeno tiene  

sus recursos de economías ilegal de cierto tipo de acciones criminales y los introduce a las 

economías legales, gran parte de los operadores de ese tipo de criminalidad están revestidos de 



todas las protecciones; por lo tanto se hace difícil que la fuerza pública puedan operar sobre 

ellas. Hay muchos policías en algunas regiones que están siendo contratados por estos grupos. 

Para poderlos erradicar es necesario desarrollar una labor de inteligencia profunda que permita 

llegar a los nudos de la red para mirar quienes operan regionalmente y como están construyendo 

el fenómeno. Estas bandas entre menos criminalidad muestren, tienen menos posibilidad de ser 

detectados. Los muertos los producen en un municipio, pero los se los botan a otro, para que sea 

en este donde abran las investigaciones y no en el real. 

 

     Por otra parte, se considera que el uso de los indicadores actuales es inadecuado para medir 

este tipo de redes criminales. Existe la necesidad de que crear otro tipo de indicadores para medir 

este tipo de redes criminales, por una sencilla razón, las bacrim, los neoparamilitares y el crimen 

organizado no pelea con el Estado; estos grupos han aprendido que al Estado no se le derrota y 

que es mejor no competir con los políticos sino aliarse con ellos; por lo que los indicadores 

tradicionales utilizados con las guerrillas no sirven, ya que estos miden hurtos, secuestros, 

crímenes etc. 

 

     Además, al considerar las estadísticas de delincuentes capturados se encuentra que la Policía 

Nacional ha capturado alrededor de 1900 delincuentes hasta el momento, pero es difícil 

determinar si son de las Bacrim o de los grupos que estos subcontratan. Se cree que las bandas 

criminales permanecen casi intactas. Lo queda en vilo y en tela de juicio hacia el Gobierno es el 

que está pasando con las víctimas de las Bacrim. 

 



     Finalmente, en los últimos 45 años Colombia ha tenido un conflicto armado, resulta sor-

prendente que las políticas de seguridad y defensa nunca habían sido una prioridad real para el 

Estado hasta la administración de Uribe, quien lanzó la Política de Seguridad y Defensa 

Democrática como un plan para superar el conflicto armado interno, mientras el Estado persigue 

un decremento en los niveles de violencia controlando el crimen y la delincuencia en el país 

(International Crisis Group, 2003). La política se ha centrado en muchas estrategias, pero algunas 

que pueden ser responsables por el descenso en los niveles de homicidio son: la mayor 

concentración de recursos del presupuesto nacional en los sectores de seguridad y defensa, el 

incremento en el pie de fuerza, tanto en las Fuerzas Armadas como en la Policía Nacional, y por 

último, un mejor control territorial por parte de la fuerza pública. 

 

     De acuerdo con algunos documentos del Ministerio de Defensa, el presupuesto para el sector 

de la seguridad y defensa aumentó de 5,1% en el 2002 a 5,7% en el 2008. Este porcentaje es una 

proporción del producto interno bruto (Ministerio de Defensa, 2008). Este es un factor 

importante y a la vez más acorde con un país en conflicto, que requiere más inversión en este 

rubro, en particular si quiere obtener mejores resultados. De igual manera, el pie de fuerza en las 

Fuerzas Armadas y la Policía Nacional pasó de 307.703 en el 2002 a 421.418 en junio del 2008, 

lo que implica un incremento del 37% en seis años. El número de soldados profesionales 

aumentó de 20.000 en 1998 a 78.000 en el 2007 (DeShazo et al., 2007). El incremento en el pie 

de fuerza hizo posible la consolidación de la presencia estatal en todo el territorio, aun en 

regiones aisladas, donde operaban los grupos armados ilegales y bandas criminales. En la 

actualidad hay una estación de policía en cada uno de los 1.098 municipios del país, y este 

elemento se encuentra ligado a mejores estrategias de control policial. 



 

CONCLUSIONES 

El incumplimiento por parte del gobierno, el rechazo de la sociedad y el rechazo a la generación 

de empleo son algunos de los motivos que llevo a que a varios de los desmovilizados siguieren 

delinquiendo, uniéndose a algunas de las bandas criminales existentes. 

 

Las Bacrim quieren continuar las prácticas de los palamilitares, con cambios notorios en la 

manera como desarrollan sus operaciones criminales. 

 

El gobierno está teniendo problemas para combatir las Bacrim. Una de sus fallas es el estar 

utilizando indicadores inadecuados  para medir este tipo de redes criminales. 

 

La administración del presidente Álvaro Uribe estuvo centrada en el proceso de negociación con 

las autodefensas, al considerarlo como un paso importante hacia la consolidación de la paz en 

Colombia. Sin embargo, después del proceso de desmovilización, muchos interrogantes han 

aparecido en relación con la sostenibilidad del proceso y el impacto real del mismo en la 

dinámica del conflicto.  

 

Como han sugerido algunas experiencias internacionales, la violencia aumenta en la etapa 

posterior al conflicto, o al menos no desciende tan rápido como se espera. Contrario a estas 

experiencias internacionales, se ha podido evidenciar como el homicidio ha descendido durante 

los últimos diez años, en especial desde el 2002, cuando el proceso de desmovilización comenzó. 
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